Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 54 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado tiene el agrado de recibir a 
autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de 
continuar con la presentación del proyecto de ley relativo a ordenamiento y desarrollo territorial 
sostenible; si mal no recuerdo, en ese análisis íbamos por el artículo 47. 


Antes que nada, quiero pedir disculpas por empezar a sesionar un poco más tarde, pero 
todos estábamos ocupados. 


Sin más trámite, cedo el uso de la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Como ya había anunciado el señor Ministro en la anterior sesión dedicada a 
este tema -y me pide que reitere las excusas a este respecto- estuvo en la mañana de hoy en la 
inauguración de la Reunión de Ministros y Autoridades Máximas de la Vivienda y el Desarrollo Urbano 
de Iberoamérica y el Caribe y ahora estaba en una reunión con alguno de los Ministros, porque el 
primer día es una fase técnica en la que los Ministros no participan; la reunión ministerial arranca en el 
día de mañana. Entonces, el Ministro está atendiendo a otros Ministros; no obstante ello, iba a tratar 
de venir cuando finalizara la reunión con la Ministra de España. 


Esta Reunión es anterior a las Cumbres y se trata de una organización que tiene Secretaría 
Técnica, que ha elaborado documentos y que trabaja, a nivel de América Latina y el Caribe, con apoyo 
de CEPAL y de Hábitat de Naciones Unidas, propiciando una cooperación horizontal entre países. En 
este sentido, tiene algunos antecedentes de trabajo bien interesantes. 


Como decía la señora Presidenta, efectivamente, habíamos quedado por ingresar en el 
análisis del Capítulo IV del Título IV; habíamos visto las facultades y obligaciones territoriales 
particulares. El Capítulo IV refiere a la sustentabilidad ambiental del ordenamiento territorial dentro del 
Título IV, relativo a la planificación para el desarrollo territorial sostenible. Este Capítulo IV de 
sustentabilidad ambiental en el ordenamiento territorial -tal como lo decía en la sesión anterior- dentro 
de los planes, es novedoso y hace a la voluntad de integrar tanto la temática ambiental en los 
procesos de ordenamiento territorial como el trabajo de las dos Direcciones del Ministerio. Esto lo 
estamos llevando a cabo con gran intensidad en el trabajo diario, participando en actividades 
conjuntas. Hay una apuesta al desarrollo económico y productivo, pero siempre teniendo presente la 
sustentabilidad ambiental. 


Como todos sabrán la propuesta del Gobierno tiende a reafirmar lo que ha sido una política 
pública que se formula sencillamente con el slogan de “Uruguay Natural”. Es decir que el desarrollo de 
nuestro país es viable con sustentabilidad ambiental o no lo es, porque es lo que nos permite integrar 
diversos factores de producción. Con esto no se apunta sólo a la calidad de vida de la gente, sino a la 
exportación de los rubros de origen agropecuario y forestal, así como también a la explotación de otra 
industria del sector económico de exportación que es el turismo. Creo que se combinan bien las 
distintas vertientes del posible desarrollo de nuestro país. 


La garantía de sostenibilidad ambiental se logra a través de un procedimiento ambiental 
previsto para los instrumentos. Para ello, por un lado, los planes tienen que garantizar la 
sostenibilidad. Esto quiere decir que, por ejemplo, los planes locales -que son los que atienden a 
centros urbanos y microregiones- tienen la obligación de contar con una evaluación ambiental 
estratégica aprobada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través 
de la DINAMA. 


A su vez, los instrumentos especiales que tengan más de diez hectáreas requerirán 
autorización ambiental previa. En realidad, esto es exactamente lo mismo que se establece en el 
decreto de reglamentación con respecto a las autorizaciones ambientales previas que se exigen para 
proyectos de urbanización de más de diez hectáreas, pero aplicado a los planes. Reitero que, en 
esencia, es lo mismo, porque cualquier planificación del territorio de más de diez hectáreas requiere 
autorización ambiental previa. 


SEÑOR MOREIRA.- En una parte del articulado se le concede a los Gobiernos Departamentales 
facultades para regular todo lo que refiere al ordenamiento dentro del departamento en sí y con mayor 
razón en las localidades. Sin embargo, en el mismo proyecto se dice que los planes locales de 
ordenamiento territorial deberán contar con una evaluación ambiental estratégica aprobada por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en la forma que establezca la 
reglamentación. Me pregunto si no estaremos transformando esto en algo excesivamente burocrático, 
de tal forma que luego no se puedan desarrollar planes, porque todo debe pasar por la Cartera 
mencionada. ¿No estaremos centralizando demasiado en una materia que es bien propia de los 
Gobiernos Departamentales? 


SEÑOR VILLARMARZO.- Hay un origen histórico en las competencias del Gobierno Nacional en 
materia ambiental. Es decir que antes de que la materia ambiental tuviera ese nombre, las facultades 
relacionadas con el ambiente estaban bajo el rótulo de higiene o de salud pública y eran, básicamente, 
de exclusiva competencia departamental. Cuando comienza a haber una legislación ambiental 
específica, es decir, cuando se elabora la ley -quienes siguieron el proceso de la misma lo recordarán- 
había un capítulo que hablaba de las competencias departamentales, que al final se retiró del proyecto 
y, lamentablemente, no se votó. Entonces quedó un área más difusa entre las competencias 
nacionales y las departamentales, en lo que tiene que ver con las competencias ambientales. Algunos 
departamentos como Montevideo -que es el caso más señalado- siguieron sosteniendo sus 
competencias en materia ambiental y algunos de ellos, inclusive, contendiendo en ese terreno con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En general, los demás 
departamentos aceptaron pacíficamente la competencia nacional y en situaciones que son claramente 
departamentales remitieron a los interesados al Gobierno Nacional. En estos días tenemos un caso 
muy claro en Soriano, donde existe un tema departamental de ordenamiento del territorio; me refiero a 
la fabricación de ácido sulfúrico y fertilizantes. En realidad, se trata de fabricación de fertilizantes y el 
ácido sulfúrico es un subproducto que antes se tiraba, pero afortunadamente ahora hay una industria 
forestal que lo compra. 


El ácido sulfúrico que sobra en la zona de San José, que es donde se fabrica, se exporta a 
Argentina para la fabricación de papel. Pero antes, reitero, se tiraba al Río de la Plata. 


Otra polémica pública reciente se originó con la Laguna del Diario, donde hay una 
competencia departamental clarísima. Sin embargo, los vecinos y el Gobierno Departamental hacen 
que el Gobierno Nacional, nuestro Ministerio, participe en la polémica y hay sectores que plantean que 
es una temática nacional. Por lo tanto, esto no está definitivamente claro. 


Vamos a ver ahora por qué está formulado así en el proyecto. La aplicación de los planes 
tiene efectos muy importantes con respecto a los emprendedores y al impacto ambiental de sus 
emprendimientos. Es decir que si los emprendimientos están comprendidos en el plan, no tienen que 
hacer la gestión previa en la DINAMA sino que, directamente lo presentan, de acuerdo con la 
categorización que les corresponde y realizan el trámite. Por ello se plantea que los planes deben estar 
certificados ambientalmente y la DINAMA no les va a exigir el trámite previo porque se los certificó el 
plan. Por lo tanto, es una ventaja que el plan esté certificado, porque si ello no ocurre, la DINAMA va a 
exigir el trámite previo. 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos hablando del caso de la instalación de una empresa potencialmente 
contaminante como puede ser, por ejemplo, una fábrica de fertilizantes. Pero el diseño del Plan 
Director de una ciudad, su edificación, etcétera, ¿también requeriría cumplir con esto? 


SEÑOR VILLARMARZO.- Precisamente, ahora estamos apoyando a la Intendencia Municipal de 
Paysandú para iniciar la revisión de su plan, que ha mostrado algunos desajustes con la realidad. Por 
ejemplo, se prevé la determinación de una zona industrial con instalación de industrias de determinado 
tipo en el Sur del departamento, al lado de donde se encuentra la usina de disposición final de 
residuos. Uno de los conflictos surge, porque el plan dice que el área donde hoy están las industrias en 
Paysandú es zona residencial. En consecuencia, se da la situación de que ahora la empresa Norteña 
quiere hacer una ampliación, pero está fuera del plan y no puede llevarla a cabo; por eso la Intendencia 
quiere revisar el Plan. Sin embargo, si ese plan estuviera certificado por la DINAMA y se predetermina 
una zona estableciéndose qué industrias se pueden instalar, la empresa directamente haría las 
gestiones para ampliar y no tendría que cumplir con el trámite previo que hoy se exige para lograr la 
viabilidad ambiental de la localización. Esto es una ventaja para los inversores que, de esta manera, 
tienen claras las reglas de juego ambientales que figuran en el plan. Si el departamento no hace esta 
gestión, simplemente, el plan no estaría certificado ambientalmente. 


El artículo siguiente habla de la exclusión de suelo del proceso de urbanización. Esto está 
tomado en forma prácticamente textual de los borradores de los proyectos que estuvieron a 
consideración del Senado en la anterior Legislatura. Simplemente, en el primer inciso, que refiere al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, se ajusta el texto por los perfeccionamientos que tuvo con el 
paso del tiempo el Sistema Nacional de Áreas Protegidas Avanzado y que se incluyen allí. El resto del 
artículo, reitero, es similar al texto anterior. 


Lo mismo ocurre con el sistema de prevención de riesgos, que es uno de los temas tal vez 
menos considerados en nuestro país, porque no tenemos grandes catástrofes, como ocurre en otros 
lugares donde hay terremotos y otros riesgos naturales importantes. De todos modos, creemos que 
hay que prever algunas situaciones, como las de las zonas inundables. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Deseo hacer algunas preguntas con respecto a la prevención de riesgos 
porque, como se ha señalado, las catástrofes naturales se ven en otros países, pero Uruguay puede 
correr potencialmente algún peligro. Me refiero al tema de los incendios forestales, porque no sé si en 
estos planes se prevé reglamentar la forestación de modo que los incendios sean controlables. Hay 
muchos países que ya discuten que las masas de kilómetros y kilómetros de forestación en continuidad 
presentan un riesgo mayor. Esto nos importa como país porque, reitero, si bien no tenemos esos otros 
riesgos -como los terremotos y demás- sí puede haber problemas en este aspecto que señalo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En los borradores que manejamos -sobre todo en el documento del mes de 
mayo- se hacía alguna previsión más. Una de las dificultades que enfrentamos al redactar un proyecto 
de ley es lograr que el texto no sea demasiado extenso. La idea, en ese sentido, es hacer una ley 
básica que luego se amplíe a nivel legislativo y no sólo en el ámbito departamental. Entonces, hay 
algunas propuestas a este respecto. Por ejemplo, en otros países se da el problema -no tenemos 
noticia de que ello ocurra en Uruguay- del incendio intencional de bosques -sobre todo naturales- con 
propósitos de dedicar el predio a otro uso, principalmente al de urbanización. En la legislación 
comparada hay previsiones en el sentido de que, por ejemplo, por treinta años no se puede dedicar 
esa superficie a otra cosa. En nuestro país no tenemos noticias de que eso exista, pero sí se advierte 
un gran fraccionamiento en las áreas costeras de propiedad individual, lo que plantea dificultades, 
porque los propietarios son muchos y hay que localizarlos para pedirles autorización a fin de poder 
limpiar ese bosque o monte. 


Sobre este artículo referido a la prevención de riesgos estuvimos a punto de realizar un 
planteo, pero creímos que ese tema quedaba cubierto con las facultades de la policía territorial 
especial que se da a los Gobiernos Departamentales, pudiendo utilizarlas para ingresar a esos predios 
privados para limpiarlos. Sin decirlo específicamente, creemos que se podría usar. Para poder hacerlo 
hoy día se debe realizar un trámite judicial y obtener una orden de allanamiento, como se hace en el 
caso de desratizaciones o de retiro de basura de predios privados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esto tiene que ver con el problema que se suscitó por el temporal del 23 de 
agosto de 2005. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Exacto, señora Presidenta. 
En este caso tal vez habría que hacer la aclaración específica. 


Por otra parte, los planes pueden prever distancias mínimas de forestación con otros usos 
para prevención de riesgos. 


SEÑOR MOREIRA.- En el Artículo 49, “Exclusión de suelo en el proceso de urbanización”, literal f), se 
habla de los terrenos con valores agrícolas, ganaderos, forestales o en general de interés 
departamental, regional o nacional para la producción rural”. 


En otra sesión se trató muy rápidamente el artículo 40, que refiere al régimen del suelo 
categoría rural productiva y del suelo categoría rural natural, en cuyo inciso tercero se dice que en 
dichos suelos quedan prohibidas las edificaciones que puedan generar necesidades de infraestructuras 
y servicios urbanos, representen el asentamiento de actividades propias del medio urbano en 
detrimento de las propias del medio rural o hagan perder el carácter rural o natural al paisaje. En 
realidad, es la misma filosofía que alienta las dos normas. 


En Montevideo se ha debatido el asentamiento de una urbanización en un predio que, según 
se ha dicho, es de categoría rural y con un destino productivo rural manifiesto, como sería Jacksonville 
o sea, el emprendimiento de la gente de Zonamérica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ese caso no tiene que ver con un tema de categorización. 


SEÑOR MOREIRA.- En Colonia, por ejemplo, está vigente un Decreto por el que se regulan los 
“countries” o clubes de campo que se hacen en zonas rurales en un régimen de propiedad horizontal, 
estableciéndose dimensiones mínimas. Son proyectos de inversión privada que han dado muy buenos 
resultados. De acuerdo con la filosofía que inspira las normas, parecería que esos emprendimiento no 
se pueden hacer más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Ley de Inversiones contemplaba el tema de los “countries” y de los 
barrios cerrados, suscitándose una polémica muy grande en la legislatura anterior. En ese sentido, no 
se obligaba a las Intendencias Municipales y cada una instrumentó su reglamentación. La Comuna de 
Montevideo no acepta barrios cerrados, exclusivos. Precisamente, ese es el problema que se plantea 
con Jacksonville, pero no tiene que ver con la categorización de suelos. Es decir, se podría construir 
perfectamente, pero tendría que ser de circulación abierta como cualquier otro barrio. Concretamente, 
esa es la diferencia que existe. Por ese motivo proliferaron una cantidad de “countries” en el vecino 
departamento de Canelones, pues allí la reglamentación es diferente. En ese momento se planteó un 
instrumento optativo, como es el de la Ley de Inversiones. 


De todas maneras, no existía esta polémica porque, repito, allí el problema no tiene que ver 
con la categorización del suelo, sino con el tipo de barrio cerrado que planteaba construir la gente de 
Zonamérica. 


SEÑOR MOREIRA.- En este caso veo asentado el principio en la ley, porque su espíritu es contrario a 
la construcción de este tipo de emprendimientos en suelos de categoría rural productiva, rural natural o 
terrenos con valores agrícola-ganaderos. Extraigo de la lectura de las disposiciones que no se 
considera buena la construcción de este tipo de emprendimientos en suelos de esa naturaleza, al 
margen de que después haya distintas normativas en las legislaciones departamentales, como debe 
ser, dada la autonomía departamental. En Colonia, por ejemplo, hay barrios abiertos y también se ha 
permitido la construcción de barrios cerrados. 


Se trata de un tema que depende de la normativa de cada departamento, pero aquí ya está 
direccionado así en la ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que lo que establece fundamentalmente el artículo 40 es la 
incidencia que pueden tener sobre la actividad productiva en un suelo rural las líneas de transporte y 
todo lo que genera la instalación de una actividad casi urbana -aunque esté en un medio más bucólico- 
porque se necesitan, por ejemplo, vías de acceso, otro tipo de instalaciones, una escuela, etcétera, 
todo lo cual puede generar contaminación de algún tipo sobre las áreas productivas. Creo que es un 
lineamiento a tener en cuenta para que no incida cuando se hace un plan de ordenamiento territorial en 
el propio departamento. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo que sucede es que, generalmente, se trata de emprendimientos de alto costo 
de gente de gran poder adquisitivo, que se dan su propia infraestructura y el Estado no pone nada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, se forma un barrio, un caserío -que sirve al barrio grande- 
donde viven jardineros, etcétera. Al menos en Canelones es así. 


SEÑOR MOREIRA.- En Colonia no sucede eso. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La ley no dispone una protección especial del suelo rural; simplemente da 
herramientas fuertes a los Gobiernos Departamentales para protegerlo, porque sí es cierto que 
subyace una concepción sobre el valor que tienen para el país el suelo y la producción rural. El suelo 
agrícola, ganadero y forestal tendría que ser un bien público, pero esto sería propio de otra ley o, en 
todo caso, de una línea directriz nacional al respecto y no de esta iniciativa. Como decía, este tema 
subyace, motivo por el cual hay fuertes herramientas para que los planes departamentales y locales 
puedan proteger el suelo rural. 


Respecto al tema concreto de las urbanizaciones en propiedad horizontal o acciones de uso 
diferente del productivo rural en el campo, lo que el proyecto de ley plantea al categorizar el suelo es lo 
siguiente. Hay suelo rural que es destinado al uso agrícola, ganadero, forestal o minero -las industrias 
extractivas son muy importantes e, incluso, lo serán aún más en nuestro país- y existe aquel que no es 
destinado a estos usos; este último es el que el Plan tiene que categorizar como suburbano o urbano, 
aunque esté en el medio del campo. Entonces, para eso se prevé que el suelo urbano es el suelo de 
usos urbanos en centros poblados; cuando no está en centros poblados, es suburbano. Por ejemplo, el 
suelo de una fábrica en el medio del campo -que las hay y está bien que así sea- puede ser 
categorizado por el plan como suburbano; un emprendimiento turístico que no tenga producción o uno 
tipo urbanización de propiedad horizontal, que puede ser una oferta interesante de suelo, también será 
categorizado como suelo suburbano. Se trata de un enclave de suelo suburbano en medio del suelo 
rural. 


Lo importante de esta categorización de suelos es poder planificar, ya que el suelo se 
categoriza, no como rural, sino como suburbano; esa es la propuesta. Por eso, en el numeral 3 del 
artículo 85 -que refiere a los ajustes legales- se plantean ajustes a la Ley N* 17.292, de enero de 2001. 


De esta forma se modifica el artículo 1% -para ser coherente con lo que venía diciendo- y las 
urbanizaciones de propiedad horizontal son, como el nombre lo dice, urbanizaciones en suelos de 
categoría urbana o suburbana. El suelo de categoría rural no se puede urbanizar; es casi de 
Perogrullo, pero es así y hay que decirlo. Precisamente, los planes van a tener que categorizar ese 
suelo como suburbano, por lo que se tendrá que pagar Contribución Inmobiliaria, manejada como 
suburbana y no como rural, aunque este no es el objetivo del proyecto de ley que está siendo 
considerado. Claro está, el suelo va a ser categorizado de esa manera cuando no esté productivo; 
evidentemente, un tambo puede ser tomado como suelo rural y no tiene por qué ser pasado a suelo 
suburbano. El Plan puede considerar que se trata de un uso anexo a la actividad rural y que es bueno 
que así sea. Es decir que otorga un margen de libertad al Gobierno Departamental para planificar el 
suelo. Se crean instrumentos que permiten proteger los usos rurales, si así se entiende conveniente. 


El artículo siguiente refiere a la protección de las zonas costeras. Aquí se hace una 
trascripción literal de artículos anteriores. Sin perjuicio de la faja de defensa de costas que establece el 
Código de Aguas, se plantea la voluntad de que algunos cursos de agua en particular y el Litoral 
Atlántico -en el Río de la Plata, en el Río Uruguay, en el Océano Atlántico y en otros grandes ríos- sean 
protegidos por los planes. Es así que se crea una disposición necesaria para los fraccionamientos no 
consolidados en esa zona, que obliga a la realización de un plan especial -uno de los que están 
previstos en la norma- para permitir la edificación en esa faja. 


Se plantea, también, la voluntad de que los espacios libres -que son obligatorios en los 
fraccionamientos- sean localizados en esa faja de defensa de costas. 


Cabe acotar que hay un error de numeración. No se trata de la Ley N? 14.466, sino la Ley 
N* 16.466. 


Luego, hay una disposición que hace referencia a los impactos territoriales negativos en las 
zonas costeras. Para la faja de defensa de costas hay que hacer un trámite en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y cuando se constatan impactos negativos, la 
respuesta tiene que ser negativa. 


También figura un capítulo que hace referencia a las disposiciones de vivienda y suelo en el 
marco del ordenamiento territorial. Allí se ordena la coordinación entre las estrategias habitacionales y 
los planes de manejo del suelo y se obliga básicamente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a las instituciones nacionales a coordinar sus acciones en materia de 
vivienda con los planes de las Intendencias. La historia reciente del Gobierno Nacional muestra que en 
muchos casos se ha actuado sin tener en cuenta las posibles voluntades de los Gobiernos 
Departamentales. En la medida en que existan planes, pues, es necesario que se coordinen las 
acciones del Gobierno Nacional. 


Hay una disposición que estipula la reserva de suelo para viviendas de interés social. Se trata 
de una norma que también existe en la legislación comparada, donde incluso tiene valores 
porcentuales más altos. 


Cuando se realicen nuevos fraccionamientos, el urbanizador -que en nuestro país no existe 
como figura jurídica, pero en los hechos sí aparece- o el que haga la urbanización, tiene que reservar 
suelo para viviendas de interés social. No se trata de suelo que tiene que ser entregado al Estado para 
que éste construya viviendas, sino para que el propio urbanizador las pueda construir como parte de su 
proyecto o de su programa de actuación. Esto ocurre en Francia, donde el mínimo que se establece es 
de un 30 %; aquí estamos planteando entre un 10 % y un 30 %. A continuación, vamos a dar un 
ejemplo muy claro de qué se busca con esto. Cada año, en la temporada -está por comenzar una 
nueva- llegan a la costa de nuestro país más de cien cruceros. A ningún emprendedor que organiza un 
crucero se le ocurre no prever el alojamiento, el descanso, la diversión y distintos lugares donde comer 
para la población que viaja en el barco, que es casi la misma cantidad que los cruceristas. Por ejemplo, 
en aquellos cruceros en los que viajan 2.000 turistas están empleados unos 1.500 trabajadores que 
dentro del barco tienen facilidades de vivienda, porque conviven con los cruceristas. También el 
personal tiene sus horas de descanso, cuenta con salas de cine y demás, lo que le permite hacer su 
vida sobre el crucero. 


Entonces, lo que se plantea es que la externalidad vinculada al lugar de vivienda de quienes 
trabajan dentro del barco, ya sea en los comercios, como servicio doméstico, etcétera, debe ser 
cubierta por el emprendedor, puesto que no tiene por qué ser absorbida por el conjunto de la sociedad. 
Ese es el fundamento teórico de esta disposición, que si bien introduce una gran novedad en la 
legislación uruguaya -lo sé- funciona muy bien en otros países. Incluso, una de las líneas de trabajo de 
algunos Bancos transnacionales radicados en nuestro país es otorgar créditos para que los 
emprendedores puedan hacer sus urbanizaciones. Por ejemplo, hemos planteado a la Intendencia 
Municipal de Maldonado que razone sobre el emprendimiento en Piedras del Chileno, donde se prevé 
crear un puerto y un hotel cinco estrellas. Se trata de un proyecto que tendrá una externalidad enorme 
puesto que estará rodeado tanto de una gran cantidad de población flotante, como de población 
permanente, en virtud de que se realizará un emprendimiento residencial. Ante esto nos preguntamos: 
¿dónde se alojará toda esta gente? ¿En nuevos asentamientos en Maldonado? Creemos, pues, que el 
emprendedor es quien debe cubrir esa externalidad y conseguir soluciones para los trabajadores, no 
sólo en lo relativo al alojamiento, sino también a la infraestructura de una ciudad. 


SEÑOR MOREIRA.- Lamentablemente, debo discrepar con la propuesta de este artículo, no por el 
espíritu que la anima -que puede ser muy altruista- sino porque creo que la realidad se va a terminar 
imponiendo. Me parece que el emprendedor deberá asumir un costo enorme, porque no sólo se trata 
de preservar el terreno, sino que también tendrá que construir las viviendas y entregarlas en forma 
gratuita a los trabajadores. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En forma gratuita, no; el emprendedor hará su negocio y no olvidemos que 
esa posibilidad existe puesto que ya hay Bancos que se dedican a financiar este tipo de 
emprendimiento. Por lo tanto, debe ser un buen negocio. 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí se mencionó el ejemplo de un buque que me parece es un caso totalmente 
diferente, porque el sector servicios abocado a atender a cruceristas de alto nivel adquisitivo, es cuerpo 
a cuerpo. Además, si están en el medio del mar, los trabajadores no pueden transportarse en una moto 
y, por lo tanto, tienen que vivir en el barco. Pero, en el ejemplo que se menciona de Punta del Chileno, 
seguramente, trabajadores como empleadas domésticas o jardineros se trasladarán en su motito, 
puesto que en general viven a dos kilómetros. Mi propia experiencia me dice que con esta disposición 
quien quiera hacer un emprendimiento y vendérselo a personas de alto poder adquisitivo, no estará de 
acuerdo con la construcción de viviendas de interés social en el perímetro; eso está en la tapa del libro. 
Por lo tanto, entiendo que esta norma va a generar un desestímulo para emprendimientos que generan 
trabajo e inversión. Reitero que me parece que el espíritu es bueno, pero también creo que habría que 
hacer una previsión diferente. 


Si bien se prevé la construcción de viviendas de interés social, quizás la norma también 
permita que no estén en el mismo lugar del emprendimiento, sino en otra ubicación. De cualquier 
manera, me parece que esto puede transformarse en una carga muy pesada desde el punto de vista 
económico para el emprendedor y muy difícil de realizar, puesto que muchas veces las inversiones 
están en el límite de su rentabilidad, lo cual hace que suban los precios o las desestimula. Estoy de 
acuerdo con que se prevea la existencia de espacios libres para calles o, en un futuro, para una 
escuela, pero no me parece adecuado obligar a que se construyan viviendas de interés social, aun 
cuando no tengan que hacerse en el mismo lugar, ya que la norma no lo dispone específicamente. De 
todos modos, a primera vista, esto me parece algo impracticable aunque quizás me equivoque. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Voy a hacer dos aclaraciones. 


La primera de ellas es que la norma francesa es la referencia principal para este artículo y 
señala que tiene que ser en el mismo lugar. Nosotros, finalmente, lo dejamos librado a la decisión 
departamental. En nuestro país hubo un antecedente: el caso de Maldonado, en la época de la 
dictadura, cuando alguien pensó en las externalidades; pero después vino la crisis económica de la 
inversión en Punta del Este y algunos de esos conjuntos quedaron por la mitad, aunque felizmente 
otros se terminaron, lo que creo fue bueno. 


La segunda aclaración se refiere a qué quiere decir “vivienda de interés social”. En la Ley 
vigente, la vivienda de interés social tiene diversas categorías. No pensemos en la categoría de 
vivienda de emergencia, en los Núcleos Básicos Evolutivos -que esperamos no se hagan nunca más- 
sino en cualquiera de las categorías de interés social que prevé la ley, entre las cuales se encuentra la 
denominada “vivienda confortable”. Es decir que hay un abanico de posibilidades y, efectivamente, 
puede ser un buen negocio. Claro, la norma municipal verá cómo lo aplica, pero pensamos que al 
proyectar emprendimientos de urbanización se deben tener en cuenta las externalidades que eso 
provoca, porque de lo contrario estamos generando segregación socio-espacial: la motito termina en 
un asentamiento. Y, como gobernantes, tenemos la obligación de pensar en dónde termina la motito. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En una época bastante lejana, el Uruguay tuvo iniciativas en este sentido. 
Por ejemplo, algunos frigoríficos del interior del país hicieron urbanizaciones; la propia ANCAP tiene 
una urbanización frente a la planta de La Teja, que era para sus empleados y también actualmente la 
tiene Botnia. 


Si bien es cierto que esto existió -y existe hoy- en el Uruguay, lo vinculo más con otro tema 
que es mucho más grave: la prevención de asentamientos. ¿Por qué? Porque más allá de a dónde va 
la moto, en el departamento de Maldonado se habla muchísimo del asentamiento Kennedy cuando la 
cuestión es que este y otros asentamientos se generaron a partir del “boom” inmobiliario. Claro, 
reconozco que como se tienden a consolidar, desordenan mucho más el territorio e incluso generan 
problemas hasta en el valor inmobiliario. En ese sentido, el otro día estuve mirando una foto aérea de 
Maldonado -que era de lo más interesante- y observé que un emprendimiento hecho en un 
determinado lugar y al que luego, como si fuera un hongo después de la lluvia, le apareció un 
asentamiento al lado, vio afectado su valor inmobiliario. 


Entonces, creo que esta norma sí tiende a ordenar. Hay un personaje de tristísima historia en 
nuestro país -seguramente todos recordarán a Benhamou- que sostenía que la vivienda popular era un 
gran negocio inmobiliario. La vivienda popular puede ser gestionada desde el Estado, desde lo privado 
o a través de un emprendimiento mixto -esto está aceptado en el Uruguay- pero de lo que se trata es 
de que no se generen zonas tugurizadas que después impactan sobre todo lo demás o terminan 
siendo una serie de remiendos, que no son buenos para poder ordenar. 


Estuve mirando las normativas de Dinamarca y pude advertir que son durísimas; 
comparativamente, entonces, esto es casi un juego de niños. Quiere decir que hay muchas partes del 
mundo en donde las normas son bastante más estrictas que esta, particularmente, en lo que hace al 
uso del suelo al punto que, de pronto, no se puede plantar una lechuga fuera de lugar. 


Seguramente, este tema va a ser motivo de polémica en la Comisión. 


SEÑOR VILLARMARZO.- A continuación, se establece la posibilidad de que los planes planteen áreas 
para carteras públicas de tierra. La aprobación de la delimitación del área tendrá los efectos de 
declaración de utilidad pública a los efectos de su eventual expropiación. Esta disposición estaba 
comprendida en leyes anteriores. 


El Título V se refiere a la actuación y control en el marco del ordenamiento territorial y tiene 
aspectos novedosos con respecto a proyectos anteriores. 


SEÑOR LAPAZ.- Quisiera saber si cuando se hace referencia a las Intendencias o a los Gobiernos 
Departamentales -en más de una oportunidad se mencionan- se ha puesto especial atención en cada 
uno de ellos o si simplemente se entiende que Gobierno Departamental quiere decir Intendencia. Un 
concepto sería Gobierno Departamental, Intendencia y Junta y, el otro, referiría solo a la Intendencia. 


Además, me gustaría que me aclararan si en todos los casos está realmente analizado y 
estudiado de esa forma o si puede haberse deslizado alguna situación, en algún momento, ya que 
donde dice Gobierno Departamental, la Intendencia tendría que solicitar autorización a la Junta. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Efectivamente, algunas situaciones fueron consideradas con los 
representantes de las Intendencias. Ese fue un tema de discusión en los talleres. De cualquier forma, 
hay una tradición en nuestro país que por legislación departamental se le han dado diferentes 
facultades al Intendente en los distintos departamentos. En algunos departamentos, se otorgó la 
facultad para la categorización de suelos -para usar la terminología de este proyecto de ley- por 
decreto departamental, al Intendente y él es el que delimita las zonas rurales y urbanas hoy en día. Un 
caso muy notorio en que esto se realiza es Maldonado. Es una competencia del Gobierno 
Departamental, pero en los hechos la puede llegar a tener el Intendente. Nadie lo ha discutido. 
Creemos que tiene que ser el Gobierno Departamental, pero este es autónomo y decidirá cómo lo 
hace. En otros casos, se puso directamente a la Intendencia, porque se trata de facultades ejecutivas. 


Como decía anteriormente, el Título V es uno de los más novedosos de este proyecto de ley, 
porque trae algunos instrumentos para lograr que los planes se plasmen en la realidad y no queden 
solamente como disposiciones de regulación de la conducta de los particulares y de las personas 
públicas. 


Debemos considerar algunas definiciones de actuación territorial y el Capítulo | 
precisamente refiere a dicha actuación. 


En el artículo 56 se establece qué comprenden el control y la dirección de la actividad de 
ejecución de los planes. Se plantea la aspiración a que se fomente el desarrollo de la actividad de 
ejecución por iniciativa privada. Como esto está vinculado a la propiedad del suelo, reitero, se plantea 
la posibilidad de actuar en el territorio por iniciativa privada. La actividad de ejecución requiere un 
instrumento, es decir, para ejecutar hay que tener un plan. 


El artículo 57 establece que los planes podrán establecer distintos regímenes de gestión para 
el suelo. Es bastante frecuente que los planes establezcan un régimen patrimonial, un régimen turístico 
patrimonial -por ejemplo, en Colonia- un régimen específico para situaciones particulares o un régimen 
general. 


La unidad de actuación es el mecanismo por el cual se implementa la actividad de ejecución. 
Esto se relaciona básicamente con los programas de actuación integral. 


Entonces, la Unidad de Actuación es una unidad territorial que se delimita a los efectos de 
desenvolver la ejecución del Plan. 


Por su parte, el sistema de gestión, como se verá más adelante, puede hacerse por iniciativa 
privada, por concertación público - privada o por iniciativa pública. 


En la Unidad de Actuación se cumplen los deberes territoriales de cesión de suelo, 
distribución de cargas y beneficios y retorno de las mayores valorizaciones para la comunidad y su 
delimitación es clave para poder operar estos institutos jurídicos que se prevén en el proyecto de ley. 
Además, se plantea que la delimitación y la aprobación de una Unidad de este tipo, puede traer 
aparejado la suspensión del otorgamiento del permiso de construcción, mientras no estén aprobados 
los proyectos de urbanización y de reparcelación, si fuera del caso. Precisamente, el artículo siguiente 
plantea la posibilidad de concretar proyectos de urbanización y reparcelación, lo que podrían lograr los 
propietarios de suelo, por ejemplo, haciendo una vaca; uno de los propietarios podría ser el Gobierno 
Departamental, pues puede haber suelos que sean espacios públicos, calles o plazas. A esos efectos, 
se elabora un proyecto de urbanización y cada propietario aporta el suelo que tiene, se reparcela y a 
cada uno, de ese suelo reparcelado, le toca una parte proporcional a la que tenía antes de la 
reparcelación. 


Este es un mecanismo que permite solucionar algunos de los graves problemas que tenemos 
en nuestro país, sobre todo, en las zonas costeras, donde tenemos enormes superficies fraccionadas 
que no están urbanizadas y pertenecen a decenas o centenares de propietarios diferentes. Entonces, 
delimitando Unidades de Actuación se podría hacer la reparcelación y así tener nuevos lotes que estén 
en condiciones de incorporarse al mercado. Por ejemplo, en la costa de Rocha, hoy tenemos 154.000 


padrones en los cuales hay una pequeñísima proporción de padrones urbanizados, con lotes de 500 u 
800 metros cuadrados, que no tienen ningún valor en el mercado. Por otro lado, hay inversores que 
quieren invertir en hotelería en esa costa y no tienen el instrumento adecuado. Por esa razón, ejercen 
presión para poder usar el espacio público de la faja costera que, desde el punto de vista ambiental es 
inconveniente, pero al mismo tiempo Uruguay necesita esas inversiones. 


De modo que este instrumento de proyecto de urbanización y reparcelación, delimitando 
inteligentemente las Unidades de Actuación, sería el mecanismo más adecuado. 


Cabe agregar que la Ordenanza Costera del departamento de Rocha plantea en determinadas 
zonas que el área mínima de un lote para edificar son los 1.500 metros cuadrados, pero no hay 
terrenos de esa superficie. Esa Ordenanza, que fuera aprobada por unanimidad en la Junta 
Departamental en el año 2003 -por cierto, muy buena Ordenanza- y elaborada con el apoyo del 
Programa PROVIDES, ahora está siendo objeto de estudio por parte de la Intendencia Municipal, a los 
efectos de ver cómo se implementa para que, efectivamente, se logre lo que el Plan establece. El Plan, 
al que se le llama Plan de Ordenanza Costera, pero en realidad es un Plan de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial de la Faja Costera, está bien, pero hay que analizar, reitero, cómo se hace para 
implementarlo. Esa la razón por la que planteamos la creación de este instrumento. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera hacer una pregunta sobre el artículo 58. Concretamente, me 
gustaría que se me aclarara un poco más qué se entiende por Unidad de Actuación. Se habla de la 
finalidad, pero no queda claro el concepto. Entonces, tratándose de un tema tan importante, me parece 
que se requiere una explicación más profunda para saber en qué consiste o cuál es el concepto de la 
figura de Unidad de Actuación. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En principio, habíamos elaborado una definición bastante más extensa en la 
legislación comparada, incluso son varios artículos, pero llegamos a la convicción de que este era un 
tema propio de la legislación departamental, en cuyo caso éstos podrían protestar y tendrían un buen 
porcentaje de razón. 


Entonces, decidimos establecer el principio general, es decir, la norma general, para que 
después sea desarrollada y la intención es cooperar con los departamentos para que tengan una 
buena legislación de aplicación de este instrumento. Este artículo es uno de los que va a exigir un 
decreto departamental de por lo menos 20 artículos para convertirlo en algo aplicable; así como está 
no es operativo. 


SEÑOR MOREIRA.- Quería decir algo en sintonía con lo que expresaba la señora Senadora 
Percovich. Evidentemente, se trata de una innovación -esto no existe en este momento- pero, 
pensando en la costa de Rocha, deduzco la complejidad de llevar esto, luego, a la práctica. Lo que dice 
el artículo 59 es que la reparcelación comprende también las compensaciones necesarias para 
asegurar la aplicación de la distribución de cargas y beneficios entre los interesados. 


Entonces, estoy pensando en cómo vamos a reparcelar terrenos de 300 metros cuadrados, 
convertirlos en terrenos de 1.500 metros cuadrados y después efectuar las compensaciones 
necesarias. Esto es de gran complejidad, no va a ser fácil llevarlo a la práctica; sin duda, se trata de un 
trabajo de ingeniería que se tendrá que pensar bien. 


SEÑORA PERCOVICH.- Algún día había que empezarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- De todos modos me pregunto cómo se puede llevar esto a la práctica, por 
ejemplo, en el caso de Rocha, que es un caso típico, porque en esa costa no se sabe quiénes son 
muchos de los propietarios; estos no existen o, por lo menos, jurídicamente, no sabemos quiénes son. 
Entonces, ¿se tendrían que hacer publicaciones? ¿Se los convocaría por edictos? Y, si hubiera que 
hacer compensaciones con alguno, ¿cómo se le pagaría la parte correspondiente? Es complejísimo 
este mecanismo. No alcanzo a imaginar, como abogado, como se podría resolver esto en los hechos. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La figura está prevista en algunos decretos departamentales, hay 
Ordenanzas que la tienen formulada, por ejemplo, la de Lavalleja. También el POT -el Plan de 
Ordenamiento Territorial- de Montevideo tiene esta figura. 


En Montevideo esto se usó dos veces; una de ellas fue donde está Montevideo Shopping, en 
la zona de Torres, donde todavía hay baldíos. Ahí se vencían los siete años que tenía como proyecto 
urbano anterior al POT y entonces los propietarios del suelo, que son varias sociedades con diversos 
integrantes, propusieron la renovación de esa autorización y un cambio respecto al proyecto que había 
sido planteado a principios de la década del 90. Se utilizó este mecanismo, porque eran varios los 
propietarios y, por lo tanto, tenían edificabilidad distinta. A su vez, en el nuevo proyecto que elaboraba 
el estudio de arquitectos les tocaba diferente cantidad de metros cuadrados a los distintos propietarios, 
por lo que se votó un sistema de regulación entre ellos y de retorno de las valorizaciones; también el 
Gobierno Departamental tuvo un porcentaje en ese mayor aprovechamiento. 


SEÑOR MOREIRA.- Eran pocos propietarios. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Efectivamente, no era un número muy grande, por eso hablé, precisamente, 
de unidad de actuación. 


En el otro caso en que se empleó este mecanismo es en el suelo potencialmente urbanizable 
-usando la terminología del Plan- del norte del Camino Carrasco, donde está el Carrasco Polo Club. En 
esa zona, que estaba previsto que se urbanizara, también se usó, como dije, este mecanismo, porque 
cuando se hace el proyecto urbano, la consultora que lo elabora plantea que haya un boulevard, es 
decir, que donde hay una cañada haya todo un boulevard -con la cañada- , así como también parques, 
etcétera. Hubo algunos propietarios a los que les tocó poca edificabilidad, a otros mucho más y, 
entonces, se planteó todo un sistema de compensación entre propietarios y en las primeras etapas que 
están aprobadas -de una de las zonas ya se están vendiendo lotes- ha funcionado. 


Justamente en Rocha, por un convenio con el Registro, se está identificando a los 
propietarios y ya se está empezando a ver dónde se puede delimitar. Donde haya propietarios que 
tengan más de un lote -porque los habían comprado, originariamente, en la década del 40 o porque se 
hicieron de varios lotes- se trata de armar una unidad de actuación para poder hacer este proceso de 
urbanización y reparcelación. Se está trabajando en la zona de mayor interés para los inversores, que 
es entre la Laguna Garzón y la Laguna de Rocha, que es un lugar muy delicado, porque tiene interés 
ambiental y, además, las dos lagunas -sobre todo la Laguna de Rocha- están en trámite para ingresar 
al Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero siempre se actúa con el consentimiento de todos los involucrados. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Estamos hablando de una mayoría y al que no acepta, se le expropia la 
tierra. Quiero dejar bien claro que esto no se puede hacer si no se tiene una mayoría de propietarios de 
suelo que estén de acuerdo. Tampoco estamos hablando de que se necesita el consentimiento de la 
unanimidad de ellos, porque los demás serán expropiados y, justamente, de esas cuentas sale el 
dinero para la expropiación. Estamos hablando de un instrumento de desarrollo territorial. 


SEÑORA TIERNEY.- Hay que contratar economistas. 
SEÑOR VILLARMARZO.- Es un trabajo complicado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que es un trabajo que en el tiempo se amortiza, porque si se ordena el 
territorio, se evitan gastos posteriores. Estas son cosas que hay que mirarlas a largo plazo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- El otro ejemplo clásico que podemos mencionar es lo que sucede en la 
costa con la duna primaria. En este caso, estamos hablando de la faja de defensa de costas. Hay que 
hacer un trámite de impacto ambiental en la DINAMA que es de autorización ambiental previa. 


Por este instrumento, los terrenos que están en la primera línea sobre la duna primaria, 
tienen edificabilidad cero. Entonces, ¿cuál es la situación que tenemos hoy planteada? Hay 
expedientes de propietarios que reclaman la expropiación. Este es un pésimo negocio para el Estado, 
porque expropia -es decir, gasta- y el retorno es mínimo, estamos hablando de un retorno ambiental 
que consiste en conservar la duna. Pero, ¿cuál es la consecuencia económica? Que a los propietarios 
de la segunda fila se les multiplica por veinte el valor de su terreno. Entonces, este mecanismo que 
delimita unidades de actuación -y también inteligentes- determina que el propietario de segunda fila le 
paga la expropiación al de primera. Para el propietario de segunda fila, igualmente es un negocio, 


porque le cambia el valor de su terreno. Este es un mecanismo que también habría que usar en otros 
lugares como, por ejemplo, La Paloma o La Viuda. Lo mismo puede suceder -aunque ya sería más 
difícil implementarlo- en lugares en los que, por ignorancia, se construyó demasiado cerca de los 
barrancos naturales, cegando lagunas y cursos de agua sin canalizarlos, lo cual trajo como 
consecuencia que el agua pluvial trabajara la duna. 


Reitero que en este caso no es el oleaje, sino el agua de lluvia que no está bien canalizada 
-es el caso de La Floresta donde había una enorme laguna que fue rellenada- la que está destruyendo 
el barranco. Por esta razón, delimitar un área de actuación también puede ser un instrumento para los 
propietarios de la primera fila que van a perder la propiedad. De esta forma, el de segunda fila va a 
quedar en la primera y se favorece gracias a que la naturaleza está demoliendo al vecino que tiene 
delante y, como consecuencia de ello, se le valoriza la tierra. A mi juicio, en esos casos, delimitar una 
unidad de actuación y hacer la equidistribución de cargas y beneficios es un sistema de justicia. 
También hay que subrayar que la Intendencia necesita potencia para hacer ese trabajo, pero creo que 
tenemos que comenzar a caminar en ese sentido, porque el Estado no puede expropiar todo. 


También en esta iniciativa se plantean los sistemas de gestión que pueden ser por iniciativa 
privada o directa, por cooperación público-privada o por iniciativa pública. Con este instrumento, vienen 
las operaciones territoriales concertadas, la cooperación público-privada y la posibilidad de constituirse 
sociedades comerciales de economía mixta para la urbanización, construcción de viviendas, obras de 
infraestructura, etcétera. Esto ya figuraba en el proyecto del Poder Ejecutivo del año 2000. Es una vieja 
aspiración de los Gobiernos Departamentales poder disponer de un instrumento de sociedades de 
economía mixta, tanto para asociarse con privados como con empresas públicas o con el Gobierno 
Nacional. 


También hay una disposición que tiene que ver con los mayores aprovechamientos. Se trata 
de un instrumento de utilización en áreas urbanas consolidadas en las cuales, por diversas razones, se 
limita la posibilidad de edificabilidad o aprovechamiento de los propietarios. Esto es muy claro en el 
caso de áreas o edificios patrimoniales. Siempre el propietario de un edificio patrimonial dice: “es 
precioso el edificio, pero me mataron”. Este es el instrumento para responder a ese propietario, ya que 
se le entrega edificabilidad, pero no puede usarla en ese terreno porque, por ejemplo, allí tiene una 
casa de un piso y no puede hacer otra cosa, ya que la construyó Andreoni o Villamajó y, entonces, no 
la puede tocar. 


De todos modos, se le da la edificabilidad y la puede vender para que la utilice otra persona 
en otro lugar. Este es un instrumento muy moderno en áreas suburbanas. En España, por ejemplo, el 
barrio que se conoce como el “Madrid de los Borbones” se salvó con este instrumento en la década de 
1950. El que quería construir torres en el Paseo de la Castellana -todos sabemos que hay edificios en 
altura- tenía que comprar la edificabilidad a los propietarios del Madrid de los Borbones. 


SEÑOR MOREIRA.- En el departamento de Colonia hicimos esto de las contrapartidas a cambio de 
determinados beneficios urbanísticos y logramos, a costa del emprendedor, el comienzo de la 
construcción de un barrio residencial contra la extensión del paseo costero de la ciudad. Es decir que 
hicimos, por ejemplo, la iluminación, a cambio de algunos beneficios urbanísticos que iban más allá de 
lo que la ordenanza permitía, pero sin alterar nada. Creo que esta es una buena experiencia donde 
ganan las dos partes -el emprendedor y el ciudadano- a través de la acción de la obra pública, que se 
hace sin cargo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Lo que se plantea es dar la garantía de la ley pero, además, está la 
transparencia del plan, es decir que esa negociación esté respaldada por un plan que ha sido discutido 
y aprobado por la Junta Departamental. 


Luego se plantea que los planes puedan obligar a fraccionar, edificar o utilizar los terrenos. 
La consecuencia de ello es que se configura falta de los deberes territoriales, como se menciona en el 
artículo que habla de los deberes territoriales de los propietarios. El propietario podrá solicitar a la 
Administración la instrumentación de una operación territorial concertada, en esos casos. Según el 
proyecto de ley, una posible consecuencia de que quede afuera y se configure el incumplimiento de los 
deberes territoriales, es que el Gobierno Departamental, es decir, la Intendencia, podrá expropiar. 
Asimismo, los planes pueden establecer que existen inmuebles necesarios para el cumplimiento de los 
planes. 


En este artículo se plantea que se declara la utilidad pública para la expropiación por parte 
del Poder Ejecutivo, de los Gobiernos Departamentales, de los bienes que sean necesarios para el 
cumplimiento de los planes. Se dice que en estos casos se puede aplicar el artículo 231 de la 
Constitución de la República, al declararse que los planes de ordenamiento territorial constituyen 
planes de desarrollo económico. De acuerdo con el artículo 232 de la Carta, el pago de esa 
indemnización podrá efectuarse en forma diferida, en las condiciones que allí se plantean, es decir, con 
la consideración de los pequeños propietarios en cuanto a que no se les puede diferir el pago. Habrá 
que ver cómo se realiza la instrumentación de este artículo. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 232 expresa que recibirán siempre el total de la indemnización, 
previamente a la toma de posesión del bien. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Esto, ocurre excepto en casos de planes de desarrollo económico, en que 
podrá diferirse el pago, a menos que se trate de pequeños propietarios. 


SEÑOR MOREIRA.- Después se vienen los juicios. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Todo depende de cómo se instrumente el tema, porque los juicios se evitan 
conciliando y todos sabemos que una mala conciliación es mejor que un buen juicio. Eso vale para las 
dos partes; para que los gobiernos sepan que, si no hacen las cosas bien, se les va a entablar juicios. 
Además, diferir también implica pagar, por lo que se deben hacer las previsiones correspondientes en 
los presupuestos. A ello se suma que se necesitan mayorías especiales, ya que se pasa de un período 
de Gobierno a otro. O sea que no se trata de algo tan librado a la voluntad y creo que en los Gobiernos 
Departamentales del país ha ido creciendo el sentido de responsabilidad cívica. 


También se declara la utilidad pública para la expropiación por incumplimiento de deberes 
territoriales. Esto es lo que señalaba al hablar de un artículo anterior, refiriéndome a los casos en que 
el plan establece la obligatoriedad de usar, fraccionar o edificar. En esas situaciones, si se incurre en la 
falta de incumplimiento de los deberes territoriales, entonces lo que corresponde es la expropiación. 


Luego se establece una serie de artículos que, específicamente, pretenden atacar la 
especulación con tierras. Uno de ellos, precisa el criterio de valorización o tasación de expropiaciones. 
La Ley de Expropiaciones de 1912 no dice cómo se tasan las tierras, pero existe una tradición por la 
que se tasa al momento del decreto judicial. Aquí se plantea -esta es una propuesta de redacción que 
nos hizo la Facultad de Arquitectura- que se tase teniendo en cuenta el promedio del valor del terreno 
en los diez años anteriores. 


Esto evita -o busca evitar- la retención especulativa del suelo. 
SEÑOR MOREIRA..- Esto tiene rasgos de inconstitucionalidad. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Connotados constitucionalistas dicen que no, pero lo discutirán en su 
momento. 


Luego se plantea otro instrumento en el mismo sentido -que existe en otros países de 
Latinoamérica- cuya redacción también se ha propuesto, en el marco de nuestra legislación, por parte 
de la Facultad de Arquitectura. Se trata de la constatación de que los asentamientos irregulares -sobre 
todo en la última década- tienen su origen básico en el interés del propietario por la ocupación y que, 
cuando no es el agente directo del loteo ilegal, lo tolera, porque le sirve económicamente. 


En tal sentido, este instrumento busca evitar esa especulación del propietario del suelo con el 
loteo ilegal, ya que éste le reporta, por lo menos, un aumento de cien veces en el valor del terreno, 
según los precios que pagó el Estado en la expropiación de asentamientos irregulares. Lo que se 
plantea aquí siguiendo -como decía- el modelo de otras legislaciones de América Latina, es establecer 
un período de prescripción adquisitiva especial, para estas situaciones de familias en nivel de pobreza 
con única vivienda en el asentamiento, en las que el propietario no haya hecho ninguna acción para 
evitarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo que veo aquí es que esto significa un cambio fundamental, porque bajamos de 
treinta a cinco años. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En la Legislatura anterior, la Cámara de Representantes aprobó, por amplia 
mayoría, un proyecto de ley que tiene media sanción y que ya reducía significativamente los plazos de 
prescripción adquisitiva. En general, se bajaba el plazo a veinte años y a plazos menores en 
determinadas situaciones. Ello significa, sin duda, modernizar la legislación. 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que, en estos tiempos, hablar de treinta años parece excesivo, pero 
aquí bajamos el plazo a cinco años. Lo único que veo  -además de que podemos pensar que el plazo 
es exiguo y que podría ser más largo- es que esto, en definitiva, significa la consolidación de los 
asentamientos existentes. Acá no estamos pensando en la relocalización, sino en la consolidación de 
asentamientos cuyas características, si las referimos a la idea de vivienda decorosa, son lamentables. 
Parece ser una especie de resignación decir que los asentamientos que hay quedarán en donde están 
y sin mayores posibilidades de mejorar el hábitat de esos aproximadamente 300.000 uruguayos que 
hoy viven en ellos. Me parece que eso es lo que subyace y que ahí se consolida. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Voy a dar dos respuestas a la pregunta que plantea el señor Senador 
Moreira. 


Una de las condiciones ineludibles que se debe cumplir es que ese punto debe estar previsto 
en los planes. O sea, debe ser urbanizable porque, por ejemplo, si se trata de una zona inundable, el 
Plan lo va a dejar afuera. 


La otra respuesta tiene que ver con que esto está pensado básicamente como un 
instrumento, no relacionado con los derechos de las personas, como una política social -aunque tiene 
un efecto de ese tipo- sino con una medida de prevención, porque el asentamiento se relaciona con un 
mal funcionamiento en el territorio. Esto, junto con el aumento de las capacidades de control y de 
policía de las Intendencias Municipales, es una medida que va hacia la prevención del asentamiento. 
Básicamente, no apunta a solucionar el tema en los que ya están, sino para los que puedan existir. 
Esto garantiza que el propietario defienda su terreno, porque no va a promover asentamientos 
irregulares -como está sucediendo- y no los va a tolerar. Todos los estudios, incluso el último que hizo 
el PIAl, indican que detrás del asentamiento está el propietario como principal interesado. Esta norma 
desestimula esa situación porque, reitero, el propietario tendrá que salir a defender el terreno ya que, 
de lo contrario, lo perderá. Ese efecto no se logra si la prescripción es muy extensa, pero sí en el caso 
de que sea breve. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el departamento de Montevideo hay antecedentes de procesamientos de 
propietarios que fraccionaron terrenos, crearon el asentamiento, hicieron la venta y su valor se 
multiplicó. Es decir que violaron todas las normas; incluso un escribano estuvo preso por otorgar 
certificados que no eran legales. Entonces, se prendió una luz roja. No siempre el propietario es una 
víctima, sino que a veces es el victimario. 


SEÑOR MOREIRA.- Se da una casuística enorme en ese sentido. 


SEÑOR VILLARMARZO.- En Montevideo y en las grandes ciudades ya no quedan terrenos 
disponibles abandonados por propietarios a los cuales no se conozca. 


Los que estaban en concordato han sido invadidos y entonces ya no quedan. Los que se 
vuelcan a ese destino en la última década son de propietarios que están detrás de todo eso con un 
agente inmobiliario local o crean una sociedad anónima con profesionales y venden las acciones. Por 
esa razón, en el Presupuesto Quinquenal se incluyó un artículo que justamente refería a esas 
situaciones y ordenaba al Registro no incorporarlas a la nómina correspondiente. Precisamente, en 
estos días hay un propietario en Montevideo que está intentando vender una sociedad anónima, pero 
como el Registro no le anotó las primeras promesas, se conoció esa situación y eso está frenado. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera saber si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tiene un relevamiento de los asentamientos en tierras de dominio público fiscal y de los que 
se encuentran en las de dominio privado, porque me interesaría saber cuál es esa proporción. 


SEÑOR VILLARMARZO.- El Ministerio hizo un convenio con el INE y se realizó un estudio actualizado 
que podría ser de interés que lo conociera el Senado o, por lo menos, esta Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial. Hay una proporción casi en tercios entre el Estado, los Gobiernos 
Departamentales y los privados. Si mal no recuerdo -porque estoy citando de memoria- los 


asentamientos en suelos privados llegan al 40%. Ya hay toda una investigación sobre la propiedad de 
los terrenos que, básicamente, había sido hecha al final del período anterior por el Ministerio, en 
conjunto con los Gobiernos Departamentales, para el área metropolitana en Rivera, Salto y Paysandú. 
Recientemente, el INE utilizó esa información como base y completó dicha investigación para todo el 
país; además, se hizo censo de la población que vive allí. 


Luego, hay una disposición sobre el derecho de preferencia de los Gobiernos 
Departamentales en las compra-ventas y sobre las carteras de tierras. O sea que se da respaldo 
legislativo a las carteras de tierras que puedan constituir los gobiernos para desarrollo territorial. 


El segundo Capítulo de este Título refiere al control territorial y, por tanto, se propone 
establecer disposiciones de policía territorial y facultades disciplinarias. Lo más importante es que una 
facultad que hoy tiene sólo el propietario, que es la de impedir la prosecución y demoler construcciones 
hechas fuera de plan, la puedan tener los Gobiernos Departamentales y con cargo a la propiedad, es 
decir, a costa del propietario. En general, además, cuando para hacer eso se requiere el auxilio de la 
fuerza pública, ningún Comisario brinda apoyo para esto y Prefectura tampoco. Puedo mencionar una 
experiencia personal, en Montevideo, donde no tuve suerte, porque se exigía la comparecencia del 
propietario. Esta situación la aceptan cuando se trata de un espacio público, una propiedad municipal, 
pero cuando es un predio privado se exige la comparecencia del propietario. Me sucedió, en medio de 
un feriado, con un predio de propiedad municipal y, obviamente, no tenía el título, porque estaba a 
buen recaudo dentro del edificio municipal; entonces, hasta que llegó el miércoles de Carnaval no 
conseguí que el Juez se moviera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal vez quienes ocuparon sabían eso, porque habían tenido buen 
asesoramiento. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Después, hay otro artículo que establece facultades específicas para los 
Municipios, justamente para impedir en el caso de loteos ilegales y criterios para el Poder Judicial al 
respecto. 


Luego, hay un artículo que refiere a la ocupación ilegal de inmuebles con fines de 
asentamiento humano donde se establece que para que las empresas públicas -como OSE, UTE, 
etcétera- puedan dar los servicios deberán contar con la opinión -que no es vinculante- del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Por último, hay un Capítulo muy general sobre estímulos y sanciones que habilita la 
implementación de estímulos y, en el caso de las sanciones, el gradiente para las multas que se 
podrán establecer. 


SEÑOR MOREIRA.- En el artículo 72 se dice: “Las empresas públicas prestadoras de servicios de 
agua potable, energía eléctrica, telefonía y trasmisión de datos, deberán requerir informe previo del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para brindar servicios...” No se me 
ocurre cómo en algún caso se puede decir que sí y en otro que no, si son todos asentamientos 
ilegales. Esto se plantea siempre; uno trata de impedir que se asienten y dice “que no les den 
servicios”, pero se termina por dárselos, porque después que están, ya no hay más remedio que 
hacerlo. Y hay una larga experiencia en esa materia. Sin embargo, acá parece que el Ministerio podría 
decir a este sí y a este no; habría como una imprecisión. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Supongo que el criterio es hacer recomendaciones y decir cómo hacerlo en 
el caso de hacerlo; creo que el Ministerio nunca va a decir que no al agua corriente, por ejemplo, 
porque hay un tema sanitario muy claro. Pero sí puede dar alguna indicación de cómo hacerlo en 
mejores condiciones, si será posible regularizar o no, etcétera. En proyectos anteriores esto era 
vinculante, pero, en definitiva, estamos proponiendo una redacción en la cual, simplemente, se 
determina que deberá haber informe, que no es vinculante. Esto ya rige en el caso de la faja costera y 
hay asentamientos en esa zona que no tienen luz, precisamente por una disposición similar que existe 
para la faja costera. 


Llegando a los títulos finales, podemos decir que hay uno sobre la participación ciudadana. 
Allí se plantea el interés de que los Gobiernos estimulen la participación ciudadana y se propone crear 
por ley la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial. Cabe acotar que la Comisión Asesora de 
Medio Ambiente había sido creada por ley en el año 1990. Por su parte, la Comisión Asesora de 


Vivienda había sido creada por la Ley de Vivienda del año 1968, había sido derogada en la época de la 
dictadura y se repuso por la Ley de Presupuesto anterior. 


En esa misma Ley de Presupuesto se creó la Comisión Asesora de Aguas y Saneamiento. 
Entonces, la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial, que fue creada por decreto en el año 1994, 
adquiere ahora estatus legal, como las otras tres que existen en el ámbito del Ministerio. 


En el capítulo siguiente se hace referencia a la coordinación interinstitucional, que es una de 
las claves en el ordenamiento territorial. 


En principio, se dispone que debe existir una debida coordinación y se propone que haya 
mecanismos de coordinación concertada para lograr que tempranamente haya acuerdo de todos los 
implicados en la formulación de los planes. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso es lo que se conoce como transversalidad. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Es así, señor Senador, aunque se trata de una aspiración. La disposición 
concreta es el Comité de Desarrollo Territorial, que es el ámbito donde se negocia la coordinación al 
más alto nivel político. Se trata de una coordinación entre los organismos del Poder Ejecutivo y los 
departamentos. Esa es la redacción concreta propuesta por la Facultad de Arquitectura, que nosotros 
hemos tomado. Allí se le denominaba Consejo y nosotros le llamamos Comité, pero en realidad apunta 
a lo mismo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿El Congreso de Intendentes está de acuerdo? 


SEÑOR VILLARMARZO.- El Congreso de Intendentes no se ha pronunciado como tal, pues allí se 
está tratando de tener una visión colectiva del proyecto de ley. Hemos tenido la opinión de algunos 
Intendentes, pero creo que la clave es la reglamentación de estos artículos. Es importante saber cómo 
va a pesar el Congreso de Intendentes en las decisiones. 


SEÑOR MOREIRA.- Observo que hay supremacía... 


SEÑOR VILLARMARZO.- Supremacía numérica; por eso hay que ver cómo se toman las decisiones. 
En ningún momento se dice: “Que se vote”. 


SEÑOR MOREIRA.- Esto es como el Parlamento del MERCOSUR. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La clave es la reglamentación y por eso se plantea que ésta se realice de 
común acuerdo con el Congreso de Intendentes. No tiene sentido otra cosa, aunque podría tratarse de 
algo como la Comisión Nacional de Descentralización, que es paritaria. Precisamente, he asistido a 
algunas votaciones acompañando al señor Ministro, pero puedo afirmar que siempre hay consenso 
antes de votar. En todo caso, al ser paritaria, alguien debería tener voto doble. Esto obliga a 
negociaciones de distinto tipo. La reglamentación acerca de cómo va a operar es clave, aunque podría 
aumentarse la representación del Congreso, pero eso no hace a la cosa. Lo importante es cómo se 
reglamente todo esto, pues en alguna situación puede haber hasta veto de parte del Congreso de 
Intendentes. Cuando se desmenuce el tema, hay que ver qué se va a decidir. 


Aparte de formular los planes nacionales que va a aprobar el Parlamento -esta es una de las 
atribuciones más importantes- debe definir las obras de interés nacional. El artículo siguiente refiere a 
la coordinación de las obras públicas en el marco de la planificación y alude al caso en que el 
Ministerio quiere hacer una obra y el Departamento no está de acuerdo, por lo que termina decidiendo 
el Comité Nacional, que es la alzada en estas situaciones. Sin embargo, la cuestión no se agota allí, 
porque el departamento puede seguir estando en desacuerdo y, en ese caso, recurrirá al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Queda claro que existen dos opciones; se revisa el plan o se recurre ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Entonces, hay una alzada posterior que es la Justicia. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta es una disposición relevante, porque siempre se ha ignorado a los 
Gobiernos Departamentales en el diseño de la obra pública nacional, tanto en lo relativo a la vivienda 
como al transporte. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Entonces, en cuanto al tema de la coordinación de las obras públicas, en 
proyectos anteriores se excluían de los planes. Nosotros estamos convencidos de que hay que 
apostar a la madurez de los gobiernos y a la capacidad de negociar. Tal como hoy lo decía, creo que 
eso se está aprendiendo en ambas partes. Por lo tanto, no hay porqué excluir a las obras públicas. Lo 
único que se plantea es la ejecución de obras vinculadas a la defensa nacional, que tiene su propia 
legislación. Respecto al resto de las obras, si es posible, deberán estar previstas en los planes; en 
caso contrario, que se revisen y que haya posibilidad de construir acuerdos para cualquier tipo de 
obras. 


Luego, hay dos artículos que son muy importantes para el funcionamiento del sistema de 
ordenamiento territorial. Uno de ellos es el inventario de ordenamiento territorial, es decir que los 
planes estén registrados en algún lugar. Hoy existe una gran dificultad para conocer los planes, para 
saber cuáles están aprobados y cuáles no, etcétera. Un artículo fundamental es el que dispone que 
para actuar en el territorio hay que conocerlo, por lo que hay que contar con un sistema de información 
desarrollado. El Poder Ejecutivo está trabajando en esto y, en ese sentido, funcionaba informalmente - 
en los hechos lo venía haciendo desde principios del período- hasta que el Presidente firmó una 
resolución creando el grupo de trabajo e integrando a todos los que tienen competencias o capacidad 
de generar información geográfica y espacial: un grupo de catastro y cartografía que está en el 
Servicio Geográfico Militar, la Dirección de Topografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la 
Dirección Nacional de Catastro, el Congreso de Intendentes y la Intendencia de Montevideo, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y, para puntos específicos, el INE y las empresas públicas que han generado mucha 
cartografía. 


El propósito es integrar en red a todos los productores y no superponer,; es decir, que cada 
uno haga la parte que le corresponde según su trabajo y no repetirlo porque, por ejemplo, la cartografía 
de la Ciudad de la Costa fue comprada cuatro veces por parte de diferentes dependencias del Estado y 
está atrasada. Eso no puede ser. El problema de todos estos informes es la actualización, por lo que es 
necesario generar un sistema que determine qué se actualiza y a quién le corresponde hacerlo, de 
manera que cada uno actualice lo suyo y todos accedan a la información de los demás. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En los lugares donde la Dirección de Catastro todavía no avanzó, las fotos 
aéreas que saca el Servicio Geográfico Militar son las únicas que tienen cierto grado de actualización. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Además, en nuestro país hay normas diferentes -como se dice 
comúnmente, “cada maestrito con su librito”- pero ahora estamos tendiendo a utilizar estándares 
comunes en todo el país y en todas las dependencias del Estado. 


Esta tarea no ha sido fácil, porque hay historias de muchos años de rispideces sectoriales - 
en el sentido de que “nosotros lo hacemos mejor que los demás” y todas esas historias- de 
competencia, pero se ha generado un buen clima de trabajo. Aquí se señala que esto es imprescindible 
para el ordenamiento territorial, ya que éste no se puede realizar sin un buen sistema de información. 


Asimismo, se plantea la solución de divergencias mediante un mecanismo de conciliación 
voluntaria y si éste resultara infructuoso o no existiera acuerdo entre las partes, se dispone que sea 
competente el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


En el artículo siguiente se establece la obligatoriedad de cooperación y apoyo al Gobierno 
Nacional para el fomento de la planificación departamental. Esto ya está vigente desde el Presupuesto 
Quinquenal de 1990; existe un rubro para la cooperación en estos temas y ahora se establece en qué 
usarlo y la obligatoriedad de hacerlo. 


En cuanto al Título VIII, “Disposiciones especiales”, se comete al Poder Ejecutivo la 
implementación de acciones para el fortalecimiento de las capacidades de gestión planificada del 
territorio. 


A continuación, se plantean ajustes legales. Los más numerosos se le hacen a la Ley de 
Centros Poblados, modificando su redacción. Dichos cambios atienden básicamente a utilizar la misma 
terminología; no se trata de una actualización de esa ley, aunque ese será un esfuerzo necesario. Esta 
ley refiere a la creación de nuevos centros poblados y a su expansión y crecimiento, cosa que en 
nuestro país es bastante reducido. Hay mucho suelo urbanizado, pero no creo que se tenga la 


perspectiva de fundar nuevos centros poblados de aquí a muchos años. A su vez, el crecimiento de los 
centros poblados es muy limitado. Por lo tanto, no me parece que sea algo urgente, pero sería 
necesario modernizar la ley. De todos modos, como decía, se ha intentado que la nueva ley que se 
apruebe sea coherente con la Ley de Centros Poblados. Así, en cuanto al sistema de multas, se 
establece el mismo de esta ley, porque en la de 1946 éstas se fijaban en pesos. 


Asimismo, se realiza un ajuste a una Ley de 1966 referida a los servicios públicos. Se 
modifica su redacción para que sea coherente con este proyecto de ley. 


Por otra parte, se ajusta la Ley de 2001 que ya he mencionado y que no voy a reiterar, 
eliminándose la posibilidad de hacer urbanizaciones de propiedad horizontal en suelo rural. Para ello, 
el suelo debe ser categorizado como urbano o suburbano. 


Se hacen ajustes a la Ley Orgánica Municipal, agregando un numeral en las facultades de la 
Junta Departamental y uno en las del Intendente, que se relacionan con el ordenamiento territorial. Lo 
que este proyecto de ley les da en los hechos como facultades, en la Ley Orgánica Municipal se 
expone claramente como facultades del órgano. Se especifica cuál es la facultad de la Junta y cuál la 
del Intendente. Esto corresponde a los artículos 35 y 43 de la Ley de 1935. 


Finalmente, se amplían las competencias de la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
permitiéndole la financiación de programas y proyectos en el marco de los instrumentos de 
ordenamiento territorial, para que ella se pueda asociar en las sociedades de economía mixta que se 
creen para el ordenamiento territorial. 


Este es el contenido del proyecto de ley. Volveremos con gusto cuando la Comisión avance 
en su consideración y reciba opiniones. Estamos dispuestos a trabajar con el objetivo de mejorar y 
perfeccionar este texto a fin de convertirlo en la ley que el país precisa y que pretendemos sea la mejor 
posible. Creemos que el trabajo que tiene pendiente la Comisión y con el cual nos ofrecemos a 
cooperar, es el de mejorar este proyecto de ley. Cuando comenzamos a trabajar en esto el año pasado, 
intentamos elaborar el mejor proyecto de ley, pero creemos que es posible mejorarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al señor Director de la DINOT y asesores su presencia en esta 
Comisión y desde ya aceptamos su apoyo para el análisis de este proyecto de ley. Oportunamente, 
pues, en el transcurso de nuestro trabajo los estaremos convocando. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


